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                    Corte Suprema de Justicia

                           Dirección Jurídica

San José,  17 de marzo de 2016
DJ-AJ-676-2016
Licenciada
Elizabeth Chacón Ramírez

Unidad de Control Interno 

del Consejo Superior
S.  D.

Estimada señora:
En atención al correo electrónico del 22 de febrero del año en curso, en el que solicita criterio jurídico de esta Dirección, en relación con la legalidad de obtener la información requerida para cada indicador o parámetro que formará parte del “Sistema de Alerta Temprana para detectar las personas que laboran para el Poder Judicial que tenga algún grado de vulnerabilidad ante la amenaza de corrupción (SAT-PJ)”, como parte del Portafolio de proyectos definidos por la Comisión de Transparencia; se le remite el siguiente informe.
I. Indicadores o Parámetros informativos sujetos a consulta legal:
	Indicador o Parámetro
	Información requerida
	Fuente

	Denuncias en la Contraloría de Servicios
	Información de quejas recibidas contra una servidora o servidor judicial.
	Contraloría de Servicios.

	Saldo Vacaciones
	Detalle del saldo de las vacaciones así como la fecha del último disfrute.
	Departamento de Gestión Humana

	Propietario/Meritorio/Interino
	Detalle de la condición de la persona servidora judicial.
	Departamento de Gestión Humana

	Fechas Especiales
	Fechas de ausencia, por incapacidad o vacaciones.
	Departamento de Gestión Humana

	Licencia por Enfermedad
	Detalle de las fechas de incapacidad de las personas servidoras judiciales.
	Departamento de Gestión Humana

	Liquidez Salarial
	Personas servidores judiciales cuyo salario líquido es inferior a un 20% .
	Departamento de Gestión Humana

	Embargos / Pensiones
	Detalle de los embargos o pensiones aplicados. Así como el detalle de los embargos que se encuentran en espera de cobro. (cola)
	Departamento de Gestión Humana

	Horas Extras
	Cantidad de horas extras laboradas en el mes.
	Departamento de Gestión Humana

	Residencia
	Lugar domicilio de la persona servidora judicial.
	Departamento de Gestión Humana

	Puesto Desempeñado
	Puesto de la persona servidora judicial, en propiedad e interino. (Ascensos) 
	Departamento de Gestión Humana

	Zona donde labora
	Circuito judicial, al que pertenece la plaza de la persona servidora judicial en propiedad y en caso de ascenso, la de la plaza interina.
	Departamento de Gestión Humana.

	Régimen Disciplinario
	Información de las causas de cada uno de las personas servidoras judiciales, así como el detalle del tiempo suspendido y la causa.
	Departamento de Gestión Humana/ Inspección Judicial/Asuntos Internos / Inspección Fiscal.

	Activos
	Activos que posee la persona servidora judicial, tanto en bienes muebles como inmuebles.
	Fuentes abiertas

	Participación en Sociedades
	Sociedades en las que la persona servidora judicial tiene alguna participación.
	Fuentes abiertas

	Trabajos Externos
	Participación de la persona servidora judicial como patrono o como contribuyente físico ante la Administración Tributaria.
	Fuentes abiertas

	Movimientos migratorios
	Cantidad de viajes al exterior, no oficiales realizados por el o la funcionaria judicial
	Movimientos migratorios

	Antecedentes Penales
	Información de los antecedentes penales.
	Registro Judicial

	Denuncias Penales
	Denuncias penales procesadas
	Sistema de Gestión

	Tipo de Caso
	Casos relacionados con delincuencia, o los que se consideren de interés. 
	Sistema de Gestión

	Duración del trámite de caso
	Tiempo de duración de los casos.
	Sistema de Gestión

	Cuantía del caso tramitado
	El monto de los caso se tramitan.
	Sistema de Gestión

	Procesos de cobro judicial
	Detalle de personas servidoras judiciales con un proceso de cobro judicial como deudor o fiador.
	Sistema de Gestión


II. Antecedentes administrativos relacionados con la consulta:

La Corte Plena en la Sesión N° 55-14 del 24 de noviembre de 2014, artículo XVIII,  dispuso:
“1.) Aprobar el informe de la Comisión para investigar la penetración del crimen organizado y el narcotráfico en el Poder Judicial, con las observaciones que se han indicado, a cuyos efectos se procederá a su ejecución por parte de las instancias correspondientes. 2.) La citada Comisión dará seguimiento a las propuestas aprobadas, por lo que presentará un programa a esos efectos a esta Corte. Contará con el apoyo del Director del Despacho de la Presidencia”.

Posteriormente, por Sesión N° 107-15 del 8 de diciembre de 2015, artículo XXXII, el Consejo Superior acordó:
“Tener por hechas las anteriores manifestaciones de la Magistrada Nancy Hernández López, en su condición de Coordinadora de la Comisión de Transparencia; en consecuencia, aprobar la inclusión del proyecto "Desarrollo del sistema de información de alerta temprana para detectar las personas que laboran para el Poder Judicial que tenga algún grado de vulnerabilidad ante la amenaza de corrupción", como parte de las actividades a cargo de la Oficina de Planes y Operaciones del Organismo de Investigación Judicial para 2016. Se declara acuerdo firme”.

Y, tal como lo adjunta en el correo electrónico de consulta -la Unidad de Control Interno-, mediante Sesión N° 13-16 del 11 de febrero de 2016, artículo XCVIII, el Consejo Superior dispuso:

“Acoger la solicitud  la Magistrada Nancy Hernández López, en calidad de Coordinadora de la Comisión de Transparencia, en consecuencia: Deberá  el equipo de trabajo de la Unidad de Control interno que apoya las labores de la Comisión de Transparencia, contar con el acceso a los recursos de la Dirección de Gestión Humana, Dirección de Tecnología de Información y Oficina de Planes y Operaciones del Organismo de Investigación Judicial, para llevar a cabo de forma prioritaria el diseño, desarrollo y puesta en operación del Sistema de información de alerta temprana para detectar las personas que laboran para el Poder Judicial que tengan algún grado de vulnerabilidad ante la amenaza del riesgo de corrupción”, (SAT-PJ), esto con el entendido que se hará con respecto a la normativa vigente y con absoluta discrecionalidad.

Las Direcciones de Gestión Humana y Tecnología de Información y la Oficina de Planes y Operaciones del Organismo de Investigación Judicial, tomaran nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.”
III. Fundamento jurisprudencial y criterio legal:

Desde vieja data, y antes de la entrada en vigencia del marco normativo para la regulación especializada sobre el tratamiento de los datos personales en el año 2011, la doctrina y la jurisprudencia se encargaron del análisis y resolución –particular- de lo correspondiente al régimen jurídico de acceso a la información pública (artículo 30 de nuestra Carta Magna), frente al derecho a la intimidad de los ciudadanos y la protección de su información personal (artículo 24 de la Constitución Política).
Así, la Sala Constitucional en la resolución N° 1998-1345 del 27 de febrero de 1998, hace referencia al derecho a la intimidad de las personas y el correspondiente almacenamiento de sus datos personales, en virtud del libre acceso a los departamentos administrativos -con propósitos de información- sobre asuntos de interés público:
“IV.- El derecho a la intimidad. Lo que hoy conocemos como "sociedad informatizada" plantea nuevos retos al concepto clásico del derecho a la intimidad. En la décadas de los ochenta y noventa, en nuestro país, la libertad individual, la personal y la colectiva, estaban relativamente lejos de la influencia de la tecnología. Así  por ejemplo, el ciudadano no se cuestionaba con que fin le eran solicitados sus datos personales, quienes tienen acceso a ellos y con cual objeto. Consecuentemente, el derecho a la protección de la persona frente al procesamiento de sus datos personales es una cuestión que se deja sólo a la academia. Es pronto también para cuestionarse si la manipulación de los datos personales puede vaciar el contenido esencial de algunos de los derechos fundamentales. Menos aún se concibe que el desarrollo informativo pueda implicar alguna forma de violencia. En la actualidad, la doctrina nacional y extranjera, admite que la manipulación de la información posibilita el control sobre el ciudadano como una alternativa real y efectiva. De tal manera que los derechos individuales de los ciudadanos puedan quedar prácticamente sin contenido efectivo. Así ocurre, cuando se desarrollan perfiles de las personas utilizando información aislada y aparentemente inofensiva, como edad, sexo, dirección, educación, estado civil, preferencias, entre otros muchos. En algunos situaciones esta información es factible utilizarla para definir a los "sospechosos" o a aquellos considerados "políticamente inapropiados", lo cual implica, que las personas así  catalogadas sean excluidas de un papel activo en la sociedad. La informática, no sólo representa uno de los más grandes avances del presente siglo, sino que pone en evidencia las posibilidades de inspección de la vida interior de las personas, desde este punto de vista, la personalidad de los ciudadanos y su fuero interno cada vez se hacen ms trasparentes. Esta situación hace necesario que los derechos fundamentales amplíen también su esfera de protección. La esfera privada ya no se reduce al domicilio o a las comunicaciones, sino que es factible preguntarse si es comprensible incluir "la protección de la información" para reconocerle al ciudadano una tutela a la intimidad que implique la posibilidad de controlar la información que lo pueda afectar. Lo expuesto, significa que el tratamiento electrónico de datos, como un presupuesto del desarrollo de nuestra actual sociedad democrática debe llevarse a cabo afianzando los derechos y garantías democráticas del ciudadano (arts. 24, 1, 28, 30, 33 y 41 de la Constitución). Es obvio, que el acceso a la información es un poderoso instrumento de progreso individual, y para el ejercicio de los derechos políticos y sociales. Pero también debe reconocerse que el progreso no significa que los ciudadanos deban quedar en situación de desventaja frente al Estado o a los particulares. El nuevo derecho a la intimidad, debe ponderar los intereses en conflicto, entre el legítimo interés de la sociedad a desarrollarse utilizando la información, como la también necesidad de tutelar a la persona frente al uso arbitrario de sus datos personales. La tutela a la intimidad implica, la posibilidad real y efectiva para el ciudadano de saber cuáles datos suyos están siendo tratados, con que fines, por cuáles personas, bajo que circunstancias, para que pueda ejercer el control correspondiente sobre la información que se distribuye y que lo afecta (arts. 24 de la Constitución y 13 inciso 1, de la Convención Americana de Derechos Humanos)”. (Criterio reafirmado por esa misma Cámara, mediante resolución N° 2013-13878 del 18 de octubre de 2013).
Posteriormente, por resolución N° 1999-5802 del 27 de julio de 1999, la Sala Constitucional hizo referencia al derecho a la autodeterminación informativa –como derivación del derecho a la intimidad- y el tratamiento de la información de carácter personal disponible en los registros judiciales, al indicar:
“V.- El derecho a la intimidad y los registros judiciales. El derecho a la intimidad no se constituye en una potestad del sujeto de determinar la existencia o no de registros con informaciones de carácter personal ni la posibilidad de que con base en el derecho a la autodeterminación informativa éste pueda decidir qué aspectos deben o no ser registrados. La complejidad de las relaciones sociales y la necesidad de cumplimiento de las funciones del Estado exigen que se cuente con información indispensable para el cumplimiento de esos fines. En el campo del control y combate de la criminalidad el Estado debe contar con los medios que le permitan realizar las investigaciones necesarias para individualizar a los responsables de las conductas delictivas y para alcanzar fines en la ejecución de las penas. Desde el punto de vista investigativo existe un proceso de reseña a las personas que figuran como presuntos responsables de la comisión de un delito, en la que se incluyen huellas dactilares, anotaciones de características peculiares etc., que facilitan la investigación y que se realizan con la finalidad de identificar plenamente al sujeto en caso de que cometa un nuevo delito. Sobre la importancia de la existencia de los registros judiciales y policiales esta Sala en la resolución N° 8218-98 de las dieciséis horas del dieciocho de noviembre de mil novecientos noventa y ocho sostuvo que la posibilidad de que los cuerpos policiales tengan archivos de datos y antecedentes policiales "lejos de constituir una lesión a derechos fundamentales, constituye una garantía en la lucha para combatir el crimen, en tanto es un hecho incuestionable que una de las bases fundamentales de eficiencia de todo cuerpo de policía, descansa precisamente en sus archivos, donde se registran los nombres, alias, seudónimos, modus operandi, defectos, especialidades delictivas, etc., así como las impresiones dactilares, fotografías y principales medidas antropométricas de los delincuentes, tanto nacionales como extranjeros que en una u otra forma han tenido que ver con las autoridades policiales en relación con la investigación de hechos delictivos". Las labores de investigación y persecución criminal eficiente han sido calificados por esta Sala como asuntos de interés público al sostener en la sentencia N° 2805-98 de las dieciséis horas treinta minutos del veintisiete de abril de mil novecientos noventa y ocho sostuvo que:
" Una investigación y una persecución eficiente y efectiva de un hecho delictivo por parte de los órganos del Estado, a los que se ha encomendado esa función, es un principio de relevancia constitucional incito en el principio de paz social y seguridad jurídica, y es por ello que resulta de trascendental importancia que los órganos actúen dentro de los cánones de constitucionalidad y legalidad dispuestos"

A pesar de la existencia de estos intereses sociales en la investigación y persecución de los delitos, en un Estado Social y Democrático de Derecho, donde los ciudadanos controlan al Estado y no a la inversa, la tutela del derecho a la intimidad, por medio del hábeas data u otros mecanismos dispuestos por el ordenamiento jurídico, tienen su punto de partida en el control que cada persona pueda hacer para saber todo lo que el Estado sabe de ellas, si constan datos sobre su persona y el contenido de los mismos, la corrección de lo archivado, su veracidad y actualización y por último, como manifestación más poderosa de sus derechos, la evaluación de su procedencia. Desde esta perspectiva, la simple constatación de intereses superiores a los individuales no puede justificar, dentro de un Estado de esta clase, el tratamiento de datos de las personas sin que se le aseguren condiciones mínimas para que este tratamiento se adecue a las prescripciones establecidas en el orden constitucional. Quiere esto decir que no se niega ni la necesidad ni la legitimidad de conservar información en cualquier tipo de archivo sino que, como lo ha indicado en otras ocasiones esta Sala, debe asegurarse que su creación se ajusta a parámetros legales y constitucionales”. 
Estas garantías –entre otras-  sirvieron de fundamento para la promulgación de la Ley de la Persona Frente al Tratamiento de sus Datos Personales,  N° 8968 del 7 de julio de 2011, que recogió en un mismo marco normativo, la protección especializada del derecho a la autodeterminación informativa –como extensión del derecho fundamental a la intimidad de las personas- en relación con la publicación y tratamiento adecuado de sus datos personales.

De ese modo, con la entrada en vigencia de la mencionada ley,   “Toda persona tiene derecho a la autodeterminación informativa, la cual abarca el conjunto de principios y garantías relativas al legítimo tratamiento de sus datos personales […]”, donde “Se reconoce también la autodeterminación informativa como un derecho fundamental, con el objeto de controlar el flujo de informaciones que conciernen a cada persona, derivado del derecho a la privacidad, evitando que se propicien acciones discriminatorias” (artículo 4 de la Ley N° 8968).

De ahí que, conforme el numeral 5 inciso 2) del mismo cuerpo normativo, “Quien recopile datos personales deberá obtener el consentimiento expreso de la persona titular de los datos o de su representante. Este consentimiento deberá constar por escrito, ya sea en un documento físico o electrónico, el cual podrá ser revocado de la misma forma, sin efecto retroactivo”. No obstante, y para el caso que nos ocupa, continúa rezando el artículo: 
“No será necesario el consentimiento expreso cuando:

[…]
b) Se trate de datos personales de acceso irrestricto, obtenidos de fuentes de acceso público general […] 
Se prohíbe el acopio de datos sin el consentimiento informado de la persona, o bien, adquiridos por medios fraudulentos, desleales o ilícitos”.
Entendiéndose por datos personales de acceso irrestricto, “los contenidos en bases de datos públicas de acceso general, según lo dispongan las leyes especiales y de conformidad con la finalidad para la cual estos datos fueron recabados.” (Párrafo primero del artículo 9 inciso 3) de la Ley N° 8968, en los mismos términos, el numeral 3 del Reglamento de Actuación a la Ley N° 8968 en el Poder Judicial –aprobado por Corte Plena en Sesión N° 39-14 del 11 de agosto de 2014, artículo XVIII-).
Al respecto, la Sala Constitucional en la resolución N° 2013-6357 del 10 de mayo de 2013, señaló: 
“IV.- Sobre el derecho de acceso a la información pública. De acuerdo con 
el artículo 30 Constitucional  se garantiza el libre acceso a los departamentos 
administrativos con propósitos de información sobre asuntos de interés público; 
sin embargo, dicho acceso no es irrestricto y como todo derecho constitucional 
posee límites, pues quedan a salvo los secretos de Estado. En razón de lo anterior, 
se consigna que los administrados ostentan la potestad de acceder a toda aquella información de naturaleza pública; no obstante, si lo requerido versa sobre algún secreto de Estado (seguridad pública, defensa nacional y relaciones exteriores), tal información no es de interés público y el Estado velará por su resguardo. 
Mediante este derecho, se procura una función administrativa transparente, que 
permita a los sujetos acceder a la información de naturaleza pública que se 
encuentre en poder de los respectivos entes u órganos públicos. Sin embargo, cabe hacer una distinción respecto a la documentación administrativa  y la información relativa a un procedimiento administrativo,  toda vez que en el primero de los casos se brindará lo requerido al ser el petente un sujeto ad extra y, en el segundo postulado, se otorgará solo a las partes interesadas en el proceso como sujetos ad intra. De esta forma, el administrado  podrá solicitar la información de naturaleza  pública, de forma que la entidad  pública deberá emitirla en el menor plazo posible, sin que medie dilación alguna, con el fin de resguardar el referido derecho constitucional. 
V.- Sobre el manejo de los datos personales como parte del derecho a la 
intimidad. De conformidad con el artículo 24 de la Constitución Política, todo 
sujeto ostenta el derecho de que se respecte su vida privada, lo que implica la 
existe de un esfera de actividades personales que circunscribe a cada individuo, 
que le permite desarrollarse con plenitud. Este derecho limita la intromisión de 
terceros en esa esfera privada, con el fin de proteger la personalidad e imagen de 
cada ciudadano. Entonces, se trata de la confidencialidad de la información de 
los individuos,  específicamente denominado  autodeterminación informativa.  En 
razón de tal concepto, es que todo ciudadano cuenta con el derecho de fijar el 
manejo que recibe su información personal ante terceros, con el fin de que dichos 
datos no sean manipulados o empleados de una forma inadecuada o arbitraria, 
lesiva de sus derechos fundamentales. Resulta evidente que en la actualidad, el 
derecho a la intimidad se ve amenazado por las nuevas tecnologías, ya que el 
acceso  a  los  datos  personales  se  ha  ampliado  mediante  las  novedosas 
herramientas tecnológicas, es decir, existe un mayor contacto con la información 
personal de los sujetos, o bien, se torna más fácil obtener determinado dato por 
medio de la tecnología. Lo anterior,   es  parte   de   los  peligros   latentes   de  la 
³sociedad informatizada´, que se amenaza el derecho a la intimidad. (En los mismo términos, resolución N° 2013-13878 del 18 de octubre de 2013).
(Derecho de Acceso a la Información Pública en relación con el Derecho a la Intimidad, desarrollado ampliamente y acorde con el Derecho Comparado y Convencional mediante resolución N° 2014-4037 del 21 de marzo de 2014, del Tribunal Constitucional).
Así, el acceso público a la información de carácter personal –irrestricta-, encuentra plena concordancia con las excepciones al derecho a la intimidad de las personas, contempladas por el cardinal 8 de la mencionada Ley N° 8968:
“ARTÍCULO 8.- Excepciones a la autodeterminación informativa del ciudadano

Los principios, los derechos y las garantías aquí establecidos podrán ser limitados de manera justa, razonable y acorde con el principio de transparencia administrativa, cuando se persigan los siguientes fines:
a) La seguridad del Estado.

b) La seguridad y el ejercicio de la autoridad pública.

c) La prevención, persecución, investigación, detención y represión de las infracciones penales, o de las infracciones de la deontología en las profesiones.

d) El funcionamiento de bases de datos que se utilicen con fines estadísticos, históricos o de investigación científica, cuando no exista riesgo de que las personas sean identificadas.

e) La adecuada prestación de servicios públicos.

f) La eficaz actividad ordinaria de la Administración, por parte de las autoridades oficiales”.  (El destacado no es del original).
Motivos por los que, al ser de acceso irrestricto los siguientes Indicadores o Parámetros informativos, y en virtud de la autorización otorgada por el Consejo Superior –en Sesión N° 13-16 del 11 de febrero de 2016, artículo XCVIII-, considera esta Dirección Jurídica que, la Unidad de Control Interno puede tener acceso legal a ellos, mediante el Sistema de información de alerta temprana para detectar las personas que laboran para el Poder Judicial que tengan algún grado de vulnerabilidad ante la amenaza del riesgo de corrupción (SAT-PJ):
	Indicador o Parámetro

	Denuncias en la Contraloría de Servicios
	Activos

	Saldo Vacaciones
	Participación en Sociedades

	Propietario/Meritorio/Interino
	Trabajos Externos

	Fechas Especiales
	Movimientos migratorios

	Licencia por Enfermedad
	Antecedentes Penales

	Liquidez Salarial
	Denuncias Penales

	Embargos / Pensiones
	Tipo de Caso

	Horas Extras
	Duración del trámite de caso

	Puesto Desempeñado
	Cuantía del caso tramitado

	Zona donde labora
	Procesos de cobro judicial

	Régimen Disciplinario
	


Lo anterior, tomando siempre en consideración, entre otros, el principio de Calidad de la Información establecido en el cardinal 6 inciso 4) de la mencionada Ley de la Persona Frente al Tratamiento de sus Datos Personales, en el sentido que: 
“ARTÍCULO 6.- Principio de calidad de la información
Solo podrán ser recolectados, almacenados o empleados datos de carácter personal para su tratamiento automatizado o manual, cuando tales datos sean actuales, veraces, exactos y adecuados al fin para el que fueron recolectados.

[…]

4.- Adecuación al fin

Los datos de carácter personal serán recopilados con fines determinados, explícitos y legítimos, y no serán tratados posteriormente de manera incompatible con dichos fines.
No se considerará incompatible el tratamiento posterior de datos con fines históricos, estadísticos o científicos, siempre y cuando se establezcan las garantías oportunas para salvaguardar los derechos contemplados en esta ley.

Las bases de datos no pueden tener finalidades contrarias a las leyes ni a la moral pública”.

De manera tal, que exista una verdadera correspondencia entre el tratamiento de los datos personales y los Principios de Transparencia y Publicidad Administrativa (Acceso a la Información Administrativa), señalados por la Sala Constitucional mediante resolución N° 2003-2120 del 14 de marzo de 2003 y reafirmados en la resolución N° 2014-4037 del 21 de marzo de 2014:
V.- Sobre el acceso a la información salarial de funcionarios públicos en el ámbito nacional. En repetidas ocasiones la Sala ha analizado el tema en cuestión, llegando reiteradamente a la conclusión de que el salario que devengan los funcionarios o servidores públicos es de naturaleza pública e interés general, por involucrar el adecuado control y manejo de fondos públicos. Así, en la resolución número 2013-6023 de las 15:05 horas del 30 de abril de 2013, la Sala determinó:

“En lo que respecta a información relativa al salario devengado por los funcionarios o servidores públicos, esta Sala Constitucional, en la sentencia número 2008-12852 de las 12:46 hrs. de 22 de agosto de 2008, se pronunció de la siguiente manera:
“(…) Esta Sala con anterioridad se ha referido al acceso a la información pública, así en la resolución número 2007-006100 de las diecisiete horas y cuatro minutos del ocho de mayo del dos mil siete, dispuso:
“V.- Ahora bien, partiendo de lo dicho, para el caso concreto bajo estudio conviene analizar si, ante la solicitud del amparado, la Autoridad Reguladora de Servicios Públicos está en la obligación de suministrar los expedientes laborales sus funcionarios públicos. Al respecto, si bien, por una parte, el artículo 30 de la Constitución Política establece la garantía del libre acceso a los departamentos administrativos con propósitos de información sobre asuntos de interés público, quedando a salvo los secretos de Estado, también es lo cierto que, por otra parte, el artículo 24 constitucional garantiza el derecho a la intimidad. No puede considerarse que facilitar el expediente personal de un funcionario de la ARESEP sea un asunto de interés público, sino que es más bien un asunto de índole privada, razón por la que salvo que exista una orden judicial, no es obligación de la Institución recurrida suministrar tal información, pues sería invadir la esfera privada de los funcionarios. En ese orden de ideas, se considera que los expedientes laborales de los funcionarios públicos a los que sea tener acceso el recurrente, son de carácter confidencial, de modo que no pueden ponerse a disposición de un tercero para satisfacer asuntos que no son de interés público, salvo aquellos casos expresamente previstos por la ley. Tal circunstancia le fue debidamente comunicada al recurrente, ya que el mismo día en que éste se apersonó a las instalaciones de la ARESEP, a fin de solicitar los expedientes laborales en mención se le informó de la imposibilidad de facilitárselos, por ser de carácter confidencial, con lo cual es evidente se le brindó respuesta aún cuando ésta no fue favorable a las pretensiones del administrado, lo cual en reiteradas ocasiones se ha admitido como válido por este Tribunal pues lo que interesa es que se brinde respuesta a la gestión formulada y no necesariamente que se conceda el fondo de las pretensiones planteadas. Sin embargo, a pesar de lo dicho, aunque el acceso al expediente personal de los funcionarios públicos está vedado, salvo autorización expresa del mismo funcionario u orden judicial, parte de la información que allí se consigna sí puede ser solicitada por cualquier sujeto interesado. Es decir, aún sin tener acceso propiamente al expediente personal de un funcionario público, cualquier interesado puede solicitar se le indique el tipo de puesto que ocupa, las funciones asignadas a dicho puesto, los requisitos para el puesto y si el funcionario los cumple, entre otros, todos ellos aspectos que en nada comprometen el derecho a la intimidad del funcionario público pues son aspectos de interés público.´(el subrayado no es del original).
En el presente caso, como se acredita de los autos nos encontramos frente a una petición de información contenida en los registros de una entidad pública (la Universidad Nacional), y al recurrente se le denegó parcialmente la información solicitada, por considerarse información personal de los funcionarios. Se observa en el expediente, que la información solicitada es relativa al nombre de los profesores y al salario que perciben por prestar servicios para la UNA por medio de la FUNDAUNA. Con respecto a lo anterior, considera este Tribunal que sin duda la información requerida es de naturaleza pública, y de interés general, pues está de por medio el adecuado control y manejo de fondos públicos, así como la pertinencia de los servicios públicos que a través de ésta se prestan. En razón de lo indicado en la resolución parcialmente transcrita, el brindar el nombre, el cargo y las funciones de profesores de esa universidad - educación de naturaleza pública- así como el salario que se devenga en dichas funciones, vinculadas con fondos públicos, no se puede considerar información personal de los funcionarios. Además en atención del deber de transparencia que debe caracterizar la función pública, según dispone el artículo 11 constitucional, no puede la Administración negar el acceso a la información que revista interés público, a menos que estemos ante secretos de Estado, datos confidenciales o datos cuya divulgación puede afectar gravemente el interés general, situación que en el presente caso no se demuestra. En consecuencia, procede acoger el recurso (…)” (el subrayado no corresponde al original) 

Adicionalmente, en la sentencia número 2008- 13951 de las 9:20 hrs. de 19 de setiembre de 2008, este Tribunal Constitucional indicó lo siguiente: “(…) El recurrente reclamó que las autoridades de la Universidad de Costa Rica no le brindaron, en su totalidad, la información que solicitó el 3 de abril de 2008, relacionada con el monto del salario de varios funcionarios de la entidad de educación superior, pues se facilitaron los datos de forma general, según se consigna en el Manual de Puestos de la Institución, y no de manera individualizada, como lo requirió inicialmente. Al respecto, la Rectora de la Universidad de Costa Rica, explicó que la información no se entregó de forma completa, toda vez que, se buscó salvaguardar el derecho a la intimidad de los funcionarios. Este Tribunal considera que tal alegato no es de recibo. En primer lugar, la información solicitada por A.B.S., en su condición de Director Ejecutivo de la Unidad de Rectores de Universidades Privadas de Costa Rica (UNIRE), reviste un marcado interés público, ya que, está inherentemente vinculada con el manejo de fondos de esa naturaleza. En segunda instancia, si bien es cierto, tal y como se resaltó en el considerando anterior, el derecho a la intimidad, contenido en el artículo 24 de la Constitución Política, es un límite extrínseco del derecho de acceso a la información administrativa, en este caso no es oponible, pues los datos exigidos no son de aquellos que se pueden calificar como sensibles, por constituir el núcleo de la esfera de intimidad del individuo, entonces, su entrega no implica una intromisión excesiva. A partir de lo anterior, resulta claro que el principio de transparencia que debe permear toda actuación de los entes y órganos que forman parte de un Estado Social y Democrático de Derecho como el nuestro, impone que este tipo de información no pueda ser retenida, en consideración a que los salarios y complementos de los funcionarios sobre los cuales versa la gestión, son pagados con fondos provenientes del erario público. Por consiguiente, en este caso se debe tener por transgredido el derecho de acceso a la información administrativa de la institución amparada
(…)” (el subrayado no corresponde al original).

Como corolario de lo anterior, procede acoger el amparo en estudio y ordenar a la autoridad recurrida que brinde la información solicitada por el amparado, como así se dispone.” (En el mismo sentido, los votos 2011-16331 de las 2:30 horas del 29 de noviembre de 2011 y 2013-8279 de las 9:10 horas del 21 de junio de 2013)

La necesidad de que exista transparencia en las finanzas públicas también puede afectar el derecho a la privacidad de los administrados. En la jurisprudencia de la Sala, el derecho a la información y al acceso a la información ha prevalecido consistentemente, cuando la divulgación de los datos es necesaria para garantizar la transparencia de la hacienda pública. En la sentencia número 2120-03 de las 13:30 horas del 14 de marzo de 2013, se conoció un recurso de amparo interpuesto en contra de la Caja Costarricense de Seguro Social por haberse esta negado a proporcionar la base de datos de las personas beneficiarias Régimen no Contributivo de Pensiones, incluyendo información como los números de cédulas de los beneficiarios, montos de las pensiones y los motivos por los que fueron asignadas. La Sala estimó:

“En el marco del Estado Social y Democrático de Derecho, todos y cada uno de los entes y órganos públicos que conforman la administración respectiva, deben estar sujetos a los principios constitucionales implícitos de la transparencia y la publicidad que deben ser la regla de toda la actuación o función administrativa. Las organizaciones colectivas del Derecho Público –entes públicos- están llamadas a ser verdaderas casas de cristal en cuyo interior puedan escrutar y fiscalizar, a plena luz del día, todos los administrados. Las administraciones públicas deben crear y propiciar canales permanentes y fluidos de comunicación o de intercambio de información con los administrados y los medios de comunicación colectiva en aras de incentivar una mayor participación directa y activa en la gestión pública y de actuar los principios de evaluación de resultados y rendición de cuentas actualmente incorporados a nuestro texto constitucional (artículo 11 de la Constitución Política).” 

La divulgación de la información solicitada, aunque fuera perteneciente a particulares, fue avalada por la Sala Constitucional. Ahora bien, cuando se trata de información relativa a funcionarios públicos y tomando en cuenta lo establecido por la Corte Interamericana en el citado caso Fontevecchia y D’amico v. Argentina, en cuanto al umbral de protección de los funcionarios públicos, a fortiori debe estimarse en el caso de marras que la información reviste interés público y es de libre acceso. 

El razonamiento anterior es aplicable también a un caso en el que la Sala declaró con lugar un recurso de amparo incoado en contra de Tributación Directa por su negativa a proporcionar el nombre de las personas físicas y jurídicas morosas en el pago de impuestos, y el monto de la deuda. La Sala señaló:

“La información requerida reviste un claro interés público, puesto que, se refiere a la morosidad tributaria que impacta las finanzas públicas y, por consiguiente, la satisfacción de las necesidades colectivas.” (Resolución 2010-10982 de las 14:57 horas del 22 de junio de 2010)

La jurisprudencia de esta Sala propugna la transparencia de la función pública. Ya se ha hecho mención al principio de máxima divulgación, apoyado por la jurisprudencia de la Corte Interamericana y de varios tribunales constitucionales, y a los instrumentos internacionales que garantizan el derecho a la información. La interpretación armoniosa de todo el ordenamiento jurídico obliga a considerar otras normas directamente vinculadas con el tema. La primera de ellas, de rango internacional, es la Convención Interamericana contra la Corrupción. En su preámbulo se señala:

“PERSUADIDOS de que el combate contra la corrupción fortalece las instituciones democráticas, evita distorsiones de la economía, vicios en la gestión pública y el deterioro de la moral social; (…)

CONVENCIDOS de la importancia de generar conciencia entre la población de los países de la región sobre la existencia y gravedad de este problema, así como de la necesidad de fortalecer la participación de la sociedad civil en la prevención y lucha contra la corrupción;” (El subrayado es agregado)

Posteriormente, y con la finalidad de desarrollar los cometidos indicados en el preámbulo, la Convención establece en su articulado:

“Artículo III Medidas preventivas

A los fines expuestos en el Artículo II de esta Convención, los Estados Partes convienen en considerar la aplicabilidad de medidas, dentro de sus propios sistemas institucionales, destinadas a crear, mantener y fortalecer: (…)

4. Sistemas para la declaración de los ingresos, activos y pasivos por parte de las personas que desempeñan funciones públicas en los cargos que establezca la ley y para la publicación de tales declaraciones cuando corresponda.

5. Sistemas para la contratación de funcionarios públicos y para la adquisición de bienes y servicios por parte del Estado que aseguren la publicidad, equidad y eficiencia de tales sistemas.(…)

11. Mecanismos para estimular la participación de la sociedad civil y de las organizaciones no gubernamentales en los esfuerzos destinados a prevenir la corrupción.” (El subrayado es agregado)

En otras palabras, la Convención establece como mecanismo apto para combatir la corrupción el control de las finanzas personales (incluyendo los ingresos) de los funcionarios públicos y la posibilidad de publicar las declaraciones financieras de los mismos. La publicidad, se deduce, está destinada a fomentar el control y la transparencia mediante la participación civil. Esa publicidad también se promueve en los sistemas de contratación de funcionarios públicos. 

Además, la Convención promueve la creación de mecanismos para estimular la participación de la sociedad civil. Esa participación es de trascendental importancia pues contribuye a dar transparencia, fomentar el control de las finanzas públicas, evitar la corrupción y dar legitimidad a la Administración Pública. 

El legislador nacional ha reconocido la importancia de la transparencia en las finanzas públicas. Aparte de los artículos 9 y 11 de la Constitución, los que establecen la participación ciudadana en el gobierno y la rendición de cuentas de la Administración y de sus funcionarios, es de relevancia la Ley de Protección de la Persona frente al Tratamiento de sus Datos Personales y, en particular, su artículo 7:

“Artículo 7º—Libre acceso a la información. Es de interés público la información relacionada con el ingreso, la presupuestación, la custodia, la fiscalización, la administración, la inversión y el gasto de los fondos públicos, así como la información necesaria para asegurar la efectividad de la presente Ley, en relación con hechos y conductas de los funcionarios públicos. (…)” (sic)
El citado artículo es desarrollo del principio constitucional de transparencia. La información relativa al gasto de fondos públicos, incluidos los salarios de los funcionarios públicos, es de interés público. El legislador optó por dar libre acceso a dicha información como una manera de facilitar la participación ciudadana en el control de las finanzas públicas.
Ese control únicamente es posible si se provee al administrado de información real acerca de los gastos públicos. En el caso de marras, por ejemplo, sería inadecuado proporcionar únicamente la información referente al salario que devenga cada categoría de funcionario público, pues ello provee únicamente una imagen imprecisa y distorsionada de la situación real. Efectivamente, al salario base se suman ingresos por otros conceptos (anualidades, prohibiciones, dedicación exclusiva, beneficios laborales, etc.), los cuales pueden llegar a representar una parte significativa del salario del funcionario.
Con la entrada en vigencia de la Ley de Protección de la Persona frente al Tratamiento de sus Datos Personales (Ley Nº 8968), se imponen limitaciones y restricciones a la divulgación de información personal, cuyo respeto es obligación de todo ciudadano y de interés particular para el Estado, según queda manifiesto en el carácter de orden público de dicha ley (artículo 1). Sin embargo, el interés público de la información solicitada por el amparado -el monto del salario de los funcionarios- se mantiene incólume. Dicha información no puede ser catalogada como dato personal de acceso restringido (artículo 3 de dicha ley), ya que ese tipo de dato se caracteriza por “ser de interés solo para su titular o para la Administración Pública”. En el caso del salario de los funcionarios públicos, la información trasciende el interés de su titular y el de la Administración Pública, pues también es del interés del administrado conocer el uso y destino de los fondos públicos, a los cuales se encuentra obligado a contribuir (artículo 18 de la Constitución Política). Ciertamente, en virtud del principio de transparencia administrativa (el cual se mantiene vigente solamente si se posibilita el adecuado control y manejo de fondos públicos), el Estado se encuentra en la obligación de informar al administrado sobre cómo administra y gasta los fondos públicos, lo que implica el derecho de los administrados a conocer el monto de los salarios devengados por los funcionarios públicos. La ley no permanece ajena al mencionado principio; más bien lo perfila como derrotero y delimitador del derecho de autodeterminación informativa. En efecto, el artículo 8 señala:

“ARTÍCULO 8.- Excepciones a la autodeterminación informativa del ciudadano
Los principios, los derechos y las garantías aquí establecidos podrán ser limitados de manera justa, razonable y acorde con el principio de transparencia administrativa, cuando se persigan los siguientes fines:

(…)
c) La prevención, persecución, investigación, detención y represión de las infracciones penales, o de las infracciones de la deontología en las profesiones.
(…)
e) La adecuada prestación de servicios públicos.
f) La eficaz actividad ordinaria de la Administración, por parte de las autoridades oficiales.” (El subrayado es agregado)

Así, se puede concluir que, de acuerdo con la citada ley, el derecho de autodeterminación informativa no es óbice para que se suministre a los administrados información de interés público, incluyendo la información salarial de los funcionarios públicos, toda vez que se trata de fondos públicos y del consecuente derecho de los administrados a conocer cómo estos son gastados. Está claro que suministrar tal información implica irremediablemente indicar a qué funcionario en concreto, debidamente identificado, le es asignada determinada remuneración, es decir, quién de manera precisa recibe cierto salario, puesto que una alusión genérica a un cargo (p. ej., el gerente de un banco estatal recibe tal remuneración) constituye una excelente medida para disimular que detrás de la administración de fondos públicos, se oculten relaciones de amigos o nepotismos. En esta materia debe regir la máxima de que el ciudadano tiene derecho no solo a conocer en qué se invierten los fondos públicos, sino también en quién se hace […]”. (Las negritas no pertenecen al texto original).
De ese modo, y con base en la mencionada autorización otorgada por el Consejo Superior, la Unidad de Control Interno puede tener acceso a la información personal irrestricta de las y los servidores judiciales -de carácter disciplinario, incluso en trámite, ante la Contraloría de Servicios e Inspección Judicial, por ejemplo-, siempre que esa documentación se relacione con las competencias atribuidas a ese despacho, “para llevar a cabo de forma prioritaria el diseño, desarrollo y puesta en operación del Sistema de información de alerta temprana para detectar las personas que laboran para el Poder Judicial que tengan algún grado de vulnerabilidad ante la amenaza del riesgo de corrupción”, (SAT-PJ), esto con el entendido que se hará con respecto a la normativa vigente y con absoluta discrecionalidad”, como parte del Portafolio de proyectos definidos por la Comisión de Transparencia.
Por otro lado, en contraposición con los datos de acceso irrestricto –vistos anteriormente-, existen datos de acceso restringido, que de conformidad con el numeral 9 inciso 2) de la Ley N° 8968, “son los que, aun formando parte de registros de acceso al público, no son de acceso irrestricto por ser de interés solo para su titular o para la Administración Pública. Su tratamiento será permitido únicamente para fines públicos o si se cuenta con el consentimiento expreso del titular”. (En similares términos, el numeral 3 del Reglamento de Actuación a la Ley N° 8968 en el Poder Judicial –aprobado por Corte Plena en Sesión N° 39-14 del 11 de agosto de 2014, artículo XVIII-).
Entre los que se destacan, no de manera taxativa, los Secretos de Estado –seguridad pública, defensa nacional y relaciones exteriores- contemplados en el artículo 30 de nuestra Carta Magna, así como los señalados en el numeral 273 de la Ley General de la Administración Pública N° 6227 (procedimientos administrativos contra las personas funcionarias públicas), y los mencionados en el inciso 1) –con sus excepciones- e inciso 3) párrafo segundo del artículo 9 de la Ley de la Persona Frente al Tratamiento de sus Datos Personales N° 8968:
Ley General de la Administración Pública N° 6227, del 02 de mayo de 1978:
“Artículo 273.-

1. No habrá acceso a las piezas del expediente cuyo conocimiento pueda comprometer secretos de Estado o información confidencial de la contraparte o, en general, cuando el examen de dichas piezas confiera a la parte un privilegió indebido o una oportunidad para dañar ilegítimamente a la Administración, a la contraparte o a terceros, dentro o fuera del expediente […]”. (La negrita es suplida). 

Ley de la Persona Frente al Tratamiento de sus Datos Personales N° 8968, del 07 de julio de 2011:

“1.- Datos sensibles

Ninguna persona estará obligada a suministrar datos sensibles. Se prohíbe el tratamiento de datos de carácter personal que revelen el origen racial o étnico, opiniones políticas, convicciones religiosas, espirituales o filosóficas, así como los relativos a la salud, la vida y la orientación sexual, entre otros”. 
[…]
3.- Datos personales de acceso irrestricto
[…]

No se considerarán contemplados en esta categoría: la dirección exacta de la residencia, excepto si su uso es producto de un mandato, citación o notificación administrativa o judicial, o bien, de una operación bancaria o financiera, la fotografía, los números de teléfono privados y otros de igual naturaleza cuyo tratamiento pueda afectar los derechos y los intereses de la persona titular”. (La negrita es nuestra).
IV.- Conclusión:

Con fundamento y todo lo antes señalado y, para los efectos que nos ocupan, deben las autoridades correspondientes hacer uso del derecho de acceso a la información Administrativa o de acceso a la información de interés público, con el debido respeto de las garantías constitucionales asociadas al derecho a la intimidad de las personas servidoras judiciales; de manera que, no se ponga en riesgo la integridad y la información de carácter sensible o restringido de las personas sujetas a la consulta respectiva, reservándose en todo caso, el servidor o la servidora judicial, la potestad de ejercer el derecho a la autodeterminación informativa consagrada en el numeral 24 de nuestra Carta Fundamental.
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